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DIARIO 
DE LAS 

SESIONES DE CORTES. 

PRESIDENCIA DEL SltROR AIAV,ll 

SESION DEL DTA 12 DE IMAYO nE 1822. 

Se ley6 y aprobó el Acta de la sesion anterior. 

Se di6 cuenta de un oficio del Secretario del Despa- 
cho de la Guerra, que pasó & la comision de Marina, en 
que trasladaba la contestacion que di6 al de la Gober- 
nacion de Ultramar á consecuencia de la orden de las 
Córtes que se comunicó á éste, relativa á la excitacion 
que se hizo al Gobierno para que se ocupase con la pre- 
ferencia que reclamaban los negocios de Ultramar, de 
los medios de proteger aquellas provincias y procurar 
por la seguridad é intereses de los españoles residentes 
en ellas, con los demás particulares concernientes á este 
asunto. 

A la comision de Hacienda se mandaron pasar las 
copias del arqueo de la caja de Tesorería general de la 
última semana del mes de Abril próximo pasado y de la 
primera del mes corriente. 

Nombró el Sr. Presidente para la comision que ha- 
bia de confrontar la minuta del Código penal con los 
acuerdos de la matriz y con las actas, á los 

Sres. Gomez Becerra. 
Trujillo. 
Gonzalez Alonso. 
Rebinat. 
Rey. 

Se ley6, y mandó pasar á la comision primera de 
Hacienda, el oficio siguiente, dirigido á los Secretarios 
de las Córtes por el de Hacienda: 

((Excmos. Sres.: Hallándose ocupadas las Córtes en 
la votacion de los presupuestos de gastos para el tercer 
arlo económico que va á entrar, el Gobierno se cree en 
la obligacion de poner en su noticia la necesidad de que 
se comprendan en el presupuesto del Ministerio de Ha- 
cienda, 6 en aquel que las Cortes tuvieren 6 bien, las 
partidas siguientes: 

1.’ Un millon y quinientos mil reales vellon para 
los gastos de las comisiones que deben dirigirse á las 
provincias Ultramarinas, conforme á lo resuelto por las 
Córtes extraordinarias. 

2.’ Diez millones para los emigrados que contínua- 
mente están llegando de aquellas provincias á la Penín- 
sula en número muy crecido. 

3.’ Cuatro millones para el resguardo marítimo, en 
el caso de que las Córtes estimen no debe considerarse 
BU coste como un gasto de la renta de aduanas, porque 
uo solo debe emplearse en benetkio de ésta, sí tambien 
en resguardo de la salud pública y seguridad de las 
costas contra los desembarcos de los corsarios. 

4.’ Tambien es necesario que las Córtes tomen en 
consideracion la disminucion que ha de haber en los in- 
gresos del actual segundo allo económico por efecto de 
Ia rebaja en el subsidio del clero, acordada’últimamente 
por las Cortes, que pueda graduarse en 15 millones de 
reales; y el aumento de gastos resultante en el propio 
ai10 por efecto de la recoleccion y resello de la moneda 
francesa, el cual debe regularse en otros 15 millones, 
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El déficit consiguiente de 30 millones debe aumentarse 
á los presupuestos de dicho tercer aiío. 

En vista de esta exposicion , que espero pongw 
V. EE. en consideracion de las Córtes, se servirán és- 
tas resolver lo que á bien tengau. Dios guarde á V. EE. 
muchos años. Palacio 10 de Mayo de 1822.)) 

- 

Se di6 cuenta del dicthmen de la comision ordina- 
ria de Hacienda de las Córtes anteriores sobre el expe- 
diente promovido por D. Pedro Gil, vecino y del co- 
mercio de Barcelona, solicitando que d descuento de de- 
rechos de aduana se le pagase un cradito de 297.842 
reales y 30 maravedís vellon, procedente de suministros 
que hizo en la última guerra de nuestra independencia; 
y recorriendo los trbmites de este expediente, opinaba 
que debia llevarse á efecto la sentencia ejecutoriada del 
Supremo Tribunàl de Justicia, á cuyo fin debia volver el 
expediente al Gobierno para que dispusiera su cumpli- 
miento. La comision actual primera de Hacienda, ma- 
nifestando Con disgusto el modo capcioso y ajeno de la 
buena fé con que los dependientes de la Hacienda habian 
eludido el cumplimiento exacto de una sentencia dada 
y ejecutoriada por dicho Supremo Tribunal, se confor- 
njaba en un todo con el dictimen de la anterior comi- 
sion, siendo de parecer que las Córtes se sirviesen apro- 
barlo, ha:iendo cesar con su resolucion los perjuicios 
quo el interesado estaba sufriendo desde cl año 1814. 
Las Ccírtes aprobaron este dictámen. 

Se dib cuenta del presentado por la comision de Di- 
putaciones provinciales sobre la adicion que el Sr. Zu- 
lueta hizo al que se aprobó en la swion de 8 de Abril 
último, relativo á la desecacion de la laguna de Janda, 
opinando que no era justo el gravar con ninguna espe- 
cie dc cánon á los propietarios que quedaren benefkia- 
dos por Ia desecacion dc la indicada laguna; y habiendo 
retirado el expresado Sr. Zulueta su adicion, se declaró 
no haber lugar á votar este dictkmen. 

. de ncordó, h propuesta de la comision segunda de 
IIacientln, la cual se conformaba con el tlictámen de la 
ordinaria de las Cúrtes anteriores, que SC continuasen 
pagantlo a Doika María Autonia Solira mientras perma- 
neciese soltera, cu virtud del distiuguidísimo mérito li- 
teraria dc su pndrc y abuelo, los 3.200 rs. de pension 
anual que le estaban consignados sobre los fondos del 
tribunal del proto-mcdicato; dcbirndo cobrar esta suma 
por la Direccion gcnernl de estudios, il donde habian 
pasado los fondos de dicho tribunal. 

A propuesta de la misma comision, y atendidos los 
informes fl\vorables do las autoridades que intervinieron 
en el asunto, las Cúrtes condonaron :i Doiía María Ber- 
narda Padrou. vecina de la villa de Algemesi, provincia 
de Valencia, 4 601 rs. y 23 mw. vn. que adeudaba al 
fondo de BuIas por el descubierto que resultó contra su 
difunto marido, 

La comision de Visita del Wdito públicd era de pare- 
cer, y asíse acord6, que perteneciendo D. JBime (311 de OE 
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duña, teniente vicario general de los ejércitos naciona- 
les, k la clase de cesantes, debia expedírsele por la Junta 
nacional el documento de capitalizacion, que solicitó erl 
tiempo oportuno, de la pension de 18.000 rs. que le 
concedieron las Córtes ínterin se le colocase. 

Mandóse devolver al Gobierno, en conformidad del 
dictámen de la comision primera Eclesiástica, en virtud 
de haberse proveido de remedio en las Ieyes y decretos 
de las Cúrtes y Reales órdenes circuladas al intento, una 
exposicion de varios presbíteros ex-regulares wculari- 
zados, en que hacian presente la triste situacion h que 
SC veian reducidos por el desprecio con que se les mi- 
raba, pudiéndose sacar de esta clase la mayor utilidad 
por su decidida adhesion al sistema. 

Se aprobU otro dictámen de la misma comision so- 
bre la exposicion de D. Francisco Oviedo, dignidad de 
chantre en la santa iglesia de Tuy, en que suplicaba 
se le exonerase de una pension de 3.000 rs. con que la 
Cumara dc Castilla pensionó su dignidad para la Real 
capilla, en razon de la baja de precios y otras cargas 
anejas & la misma dignidad ; siendo la comision de pa- 
recer que en virtud de las leyes vigentes corresponde la 
qatisfaccion dc todas las pensiones de las mitras y digni- 
lades al acervo comun, y por consiguiente, que se ha- 
llaba en este caso la solicitud del interesado. 

Tambien se aprobó ot,ro dictamen de la referida co- 
mision acerca de la solicitud de D. Juan Antonio Ser- 
rano, presbítero ex-regular, en que pedia que no se 
proveyesen sacristías, notarías y secretarías eclesiásti- 
:as sino en secularizados que las pretendiesen, yen su 
kfecto en los seculares, y que inmediatamente crsascn 
:n dichos destinos las personas legas que los obtuvie- 
gen; opinando la comision que esta solicitud no estaba 
puesta en razon, ni podia justamente accederse á ella, 
aunque creia que los eclesiásticos de que se hablaba 
iebian preferirse para la colacion de dichos destinos 
%tando vacantes, siempre que reuniesen las calidades 
necesarias. 

La misma comision, á donde pasó un oficio del Se- 
Eretario del Despacho de Hacienda y dictámen de la CO- 

mision de Visita del Crédito público, sobre la consul- 
ta hecha por la Junta nacional de este establecimiento 
acerca del cumplimiento de los decretos de las Córks 
gobre amortizacion de memorias de misas, era de pare- 
cer, y así se acordó, que debian amortizarse dichas me- 
morias si las corporaciones que las disfrutaban no acredi- 
taban competentemente ante el Crédito ptiblico, Con 
aprobacion de la comision de Visita, que formaban par- 
te de su cóngrua, en cuyo caso se les reservaría la par- 
te precisamente necesaria hasta el arreglo del clero, 6 
basta que las Córtes acordasen otra providencia. 

Se ley6 y hall6 estar conforme’ con 10 acordado, la 
minuta de decreto sobre 18 visita de causas acordada. 

. 
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Se di6 cuenta del dictámen de la COmisiou primer 
de Hacienda sobre la adicion hecha por 10s Sres. ~~~~ 
ti1 Y Oliver en la sesion pública de 16 de Abril, relativ 
a que se dispensase á la ciudad de Málaga por el tiem 
Po que estuvo Cerrado su puerto y acordonada j oaus, 
de las enfermedades que padeció el año anteri(Jr, Iagra 
cia concedida á la de Barcelona por causas somejautes 
sobre lo que decia la comision no resultar acreditad, 
que se hallase en igual idontico caso, como tampoct 
haber solicitado dicha ciudad esta gracia; y habiend, 
asegurado el Sr. Oliver que existia en el Gobierno un 
rePresentaCiOn del Ayuntamiento, se suspendió la res0 
lucion de dicho dictámen hasta que aquel remitiese 1, 
representacion indicada. 

------ -- 

Se ley6 y quedó aprobado, el dictámen de la mis 
ma comision relativo á las adiciones hechas por los se. 
ñores Lodares, Trujillo y Casas en 5 del corriente a 
presupuesto de la Gobernacion de la Península, sobrl 
que de los fondos asignados á caminos y canales senala 
se el Gobierno una cantidad fija para continuar las obra 
de la calzada, y que se tuvieran en consideracion las dl 
que son susceptibles los rios Záncara, Gigüela y Gua, 
diana desde el punto de su reunion hasta los confine; 
de la Mancha y Extremadura; sobre lo que la comisior 
era de parecer que debia quedar al cuidado y prudenci: 
del Gobierno la distribucion de los fondos asignado! 
para caminos y canales, en aquellas obras que conside. 
rase más urgentes y necesarias, por la utilidad y con- 
veniencia pública que de ellas resultase. 

Tambien se aprobó otro dictámen de la expresads 
comision sobre una exposicion del director general dc 
aduanas y resguardos, en que hacia presente la poca 6 
ninguna utilidad del establecimiento de los seis visita- 
dores de aduanas y resguardos, decretado en 29 de JU- 
nio del aiio anterior; creyendo el Gobierno inútil gra- 
var con estos empleos á la Hacienda pública, siempre 
que se adoptase la medida de que los intendentes visi- 
tasen las oficinas y almacenes con la posible frecuencia; 
con cuyo parecer se conformaba la comision. 

Adoptado por la misma el voto particular que al Pie 
de sn dictamen suseribian los Sres. Ferrer (D. Joaquiu) 
y Surrá, acerca de la proposicion que en la sesion pu- 
blica de 16 de Abril último hicieron los 8rCS. Bauzá, 
Ferrer (D, Antonio) y Roig, para que se hiciera extea- 
siva a la ciudad de Palma, en Mallorca, la gracia conce- 
dida a Barcelona, relativa al perdon de la contribucion 
de registro por identidad de causas, se acordó que Pa- 
sase al Gobierno para que informase. 

Se aprobó tambien Otro dictámen de la expresada 
eomision, relativo 4 la proposicion que en la sesion ex- 
traordinaria de 4 del corriente hicieron 10s Sres. Fer- 
rer (D. Joaquin), Saavedra, Canga Argüelles, Salva, 
Rico y Escovedo, sobre que se enajenase á la mayor 
brevedad la Imprenta Nacional, respecto á que lejos de 
producir utilidades al Erario, ofrecis alcances, segun 
expuso á las Córtes el Secretario del Despacho de la Go- 
bernacien de la península; siendo de opinion que Para 
proceder cOn todo conocimiento acerca de Ia enajena- 

a 

a 

al 
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Se di6 cuenta y no se deliberó sobre otro dictámcn 
de la citada comision, hasta que evacuase su informo la 
que estaba encargada del objeto á que aludia la propo- 
sicion del Sr. Somoza, reducida B que se concediese ú 
los establecimientos de beneficencia un socorro provi- 
sional con que poder sostener sus atenciones mientras 
que 10s arbitrios concedidos por el decreto de 12 de Fe- 
brero último producian lo suficiente al efecto. 

Se aprobó el dictamen de dicha comision, que opi- 
naba ser muy fundadas y que debian llevarse h efecto 
las adiciones del Sr. Benito á la segunda parte del par- 
rafo 7.” del dictámen de la expresada comision tic Ha- 
cienda sobre el presupuesto de la Gobcrnacion de la Pe- 
nínsula, de que se tratb cn la sesion extraordinaria 
de 4 del corriente, reducidas á que los 13 millonos se- 
iialados a caminos y canales fueran exclusivamente pa- 
ra este objeto, sin que por ningun motivo pueda echar- 
se mano de ellos para pago de sueldos ni para otra 
cosa que para el material, su conduccion y jornales ne- 
cesarios. 

En vista de las observaciones hechas por el Sr. Tn- 
fante, se acordó que se suprimiera el adverbio exclusi- 
vamente. 

: 

, 

1 
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Finalmente, se aprobó otro dictámcn dc la referida 
comision relativo á la proposicion hecha en la misma 
sesion extraordinaria de 4 del corriente por el Sr. Fer- 
rer (D. Joaquin) acerca de que los 3 millones que so 
otorgasen al Ministerio de la Gobcrnaoion para cl ar- 
mamento de la Milicia Kacional se invirtieran precisa- 
mente en la fabricacion de fusiles, destiuando para este 
abjet 250.000 rs. mensuales, 6 la cantiiatl PrOpWCiO- 
ual que percibiera de Tesorería ít cuenta de su presu- 
puesto; siendo de parecer la comision, que pues esta 
proposicion es de la mayor importancia por el objeto á 
Iue se dirige, debia llevarse 8 dcbitlo efecto, encargki- 
lose al Gobierno la puntual ejecucion de lo que en ella 
le pedía. 

¿ 
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Mandose pasar h la comision primcrn de Hacienda la 
idicion que sigue, de loa Sres. Murfi y Afonzo: 

((Pedimos á. las Cbrtes se sirvan recomendar al (iO- 
)ierno en 10s mismos terminos que se han rccomcndatlo 
1s obras del puerto de Pasajes, y que SC ha solicitado 
ara las del de Malaga y canar’dc Cr@, las de los 
nertos de la provincia de Canarias, y principalmente 
e Santa Cruz de Tenerife y las Palmas de Gran Cana- 
ias puntos de la mayor importancia, como escalas en 
1s navegaciones lejanas, así de los buques nacionales, 
orno do los extranjeros.)) 

tr 
Se leyeron, y mandaron dejar sobre la mesa, ~1 dic- 

ámen y voto particular siguientes: 
331 

cion de la Imprenta Nacional, convendria que el Go- 
biwno informase sobre su estado actual, remitiendo los 
antecedentes que acreditasen sus fondos, enseres, gas- 
tos, utilidades y demás que hiciera conocer la situacion 
de esta finca y la conveniencia de su conservacion 6 
enajenacion. 
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((La comision de Poderes ha examinado el poder pre- 
sentado fi nombre del Sr. D. Mateo Miguel Ayllon, Dipu- 
tado electo en lugar del Sr. D. Juan Angel Caamaiío, 
que lo habia sido por la provincia de Sevilla; y hallán- 
dolo extendido con arreglo á la Constitucion, y proce- 
dido tambien conforme á ella en el acto de la eleccion, 
opina que debe aprobarse.» 

Voto particular del Sv. Alcalde. 

ctE que suscribe no se conforma con el dictámen 
anterior, porque juzga no poder desatender las objecio- 
nes que se presentan contra la legitimidad del acto de 
la eleccion y contra la del nombramiento mismo. 

Observa que se han infringido los artículos 18 y 85, 

terrupcion de cuatro meses seguidos. Habia sido desti- 
nado el Sr. Ayllon á la sub-inspeccion de los cuatro Rei- 
nos de Andalucía en Febrero de 1813; pero ni él mismo 
hace márito de los cuatro meses que en este año estuvo 
en Sevilla, ((porque, dice, entonces la sub-inspeccion no 
tenia destino fijo: 1) en 8 14 residió los cinco meses y me- 
dio últimos, y en 815 solo consta la residencia de dos 
meses, y solo podrian hasta el dia de la eleccion resul- 
tar, con todos estos, los siete años contando como re- 
sidencia en Sevilla los ocho meses que residi6 con la sub- 
inspeccion en Granada y los cuatro que estuvo en su 
país con licencia. Opino, pues, que no puede aprobarse 
el acta de la eleccion, ni el nombramiento en el señor 
Ayllon . )) 

excluyendo á un elector que tenia un derecho incontes- 
table de concurrir á la eleccion. Por resolucion de las Se aprobó por unanimidad el dictámen de la comi- 

Córtes se mandaron completar las elecciones de la pro- sion primera de Hacienda, que opinaba, en conformidad 

vincia de Sevilla, porque habiendo muerto el Sr. Caama- de una proposicion del Sr. Oliver, y otra de los señores 
ño en Madrid antes de la eleccion, resultó incompleto el Ron y Sarabia, que se suprima desde 1.’ de Julio pr6- 

Xi 

P’ 
V: 

número de Diputados propietarios. Como este acto era 
una continuacion de la eleccion primera, no debia ha- 
cerse ni se hizo eleccion de secretario y escrutadores; 
pero sin embargo, se nota que una comision que se di- 
ce escrutadora presenta un dictámen y queda excluido 
D. JOSE Calonge, elector por el partido de Aracena, por 
la causa que se manifestó tenia pendiente. Es de adver- 
tir que esta misma tacha se le habia opuesto en la pri- 
mera junta preparatoria para la anterior eleccion de 
provincia: que allí se expuso, manifestando documentos 
fehacientes (cque Calonge debia ser tenido por suspenso 
de los derechos de ciudadano en virtud de declaracion 
judicial que habia rccaido;)) y que no obstante esto, la 
junta, siendo escrutador el mismo señor de cuyos po- 
deres se trata, decidió que no obstase aquella declara- 
cion judicial para que el elector de Aracena entrase á 
votar, como efectivamente votó en la primera junta 
electoral de provincia. Esta resolucion es definitiva y 
sin recurso, scgun el art 85 de la Constitucion. Por 
consiguiente, ni debió la segunda junta creerse autori- 
zada para entrar cn nuevo examen de la certifkacion y 
calidades de Calonge, así como no entró en las de lo: 
demas electores, y así como ni aun fueron convocadoz 
los electores de Marchena y Fregenal, excluidos en 1~ 
primera junta; ni pudo la segunda, que no era más qut 
una continuacion de aquella, privar de voto al electo] 
de Arnccna por la causa misma que habia sido desesti. 
maùa definitivamente, y cu la que ya entonces habit 
una doclaracion judicial de suspension de derechos dl 
ciudadano, aunque ni entonces ni ahora habia recaidl 
auto de prision. 

imo el registro público, encargãndose al Gobierno que 
‘oponga la contribucion que deba reemplazar á SUS 
alores. 
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Tambien se aprobó el dictamen que sigue: 
((La comision primera de Hacienda ha examinado 

etenidamente el arancel de los derechos que se exigen 
>r los Reales títulos, presentaciones eclesiásticas y 
iros despachos que se expiden por las secretarías del 
onsejo de Estado, conforme & lo prevenido en el ar- 
culo 17, capítulo V del reglamento del mismo. Este 
rancel se ha remitido á las Córtes por el Secretario del 
lespacho de Gracia y Justicia, con oficio de 28 de Fe- 
rero último, consiguiente á acuerdo de las mismas 
ue se le comunicó en 29 de Junio del año próximo pa- 
Ido, diciendo el Secretario del Despacho que el Consejo 
e Estado ha expuesto que nada halla que reformar en 
1 arancel referido. 
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La comision, sin embargo, lo ha analizado artículo 
lar artículo, y hecha cargo del estado crítico de la Na- 
ion, el cual exige aliviar en todo lo posible S la clase 
Iroductora en la imposicion de tributos, ha creido que 
Iodia conseguirlo en alguna parte, aunque pequeña, 
ecargando ciertos objetos del araucel con proporcion 
.l haber de cada interesado, ó al provecho, lustre y dis- 
incion que se le sigue de determinadas gracias; ha- 
neudo tambien rebajado 6 extinguido el derecho im- 
)uesto á otras que parece deben ser menos gravadas 6 
mteramcnte libres. 

De todo ha formado la comision un nuevo arancel, 
]ue es el que acompaña adjunto, y lo somete á la acer- 
;ada deliberacion de las Córtes. No es solo el acta do cleccion: tambien el nom 

brsmicnto mismo padece nulidad, en concepto del qu 
suscribe, pues se faltú al art. 91 de la Constitucion. D 
los 13 electores que quedaron de 19 que debiau concur 
rir, votaron siete al Sr. D. Mateo Miguel Ayllon, y SN 
tuvo por elegido; pero ni nació este señor en la provin 
cia de Sevilla, ni estuvo «avecindado en clla con resi 
dcncia B lo monos dc siete anos,)) como exigeaquel ar 
título. Sin entrar 4 examinar si los militares deben ss 
considerados como vecinos en cualquier pueblo dond 
accidentalmente residan con su regimiento, y aun su 
poniendo resuelta atirmativamcnte esta cuestion, de 1s 
certificaciones presentadas por el mismo Sr. Ayllon n 
aparccc la residencia de siete años en los varios pue 
blos de la provincia de Sevilla, y no consta fija reside1 
cia sino desde Junio de 18 1 G, y aun Bsta con una ir 
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ARANCEL DE LOS DERRCROSQUE SERAN DE EXIGIR POR LOS REA- 

LES TiTULOS, PRESENTACIONES ECLESIk3TICAS T OTROS DES- 

PACRoS QUE SE EXPIDAN POR LAS SECRETARiAS DRL CONSRJO 

DE EsTADo,CONPORMB A LOPREVENIDO EN EL ART. 17,CA- 
PiruLo V DEL REGLAMENTO DEL mmoCO~sR~o. 

Ramo civil. 

1.' Por los títulos de jueces letrados 6 de primera 
instancia se cobrar8 un 2 por 10 1 sobre el valor de 
14.000 rs. que se regulan por sueldos y emolumentos- 

Por los de magistrados de las Audiencias se exigid 
el 4 por 100 de la diferencia de 14.000 á 36.000 IX+ 
les c~n que es& dotadas estas plazas. 



IV-hTl3Ro 81. 1323 

Los regentes de las mismas Audiencias pagarán el 
7 por 100 de la diferencia desde 36.000 á 50.000 rs. 

Los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, 
8 por 100 de la diferencia desde 50.000 á 80.000 PS. 

Y el presidente de dicho Supremo Tribunal, 10 por 
100 de la diferencia desde 80.000 á 100.000 IV. 

Por este órden, un magistrado que siga toda la car- 
rera pagará por los títulos, á saber: 

Primera entrada á juez de primera instancia. 280 
Ascenso á magistrado.. . . . . . . . . . , . . . . . . 880 
Idem á regente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 980 
Idem á magistrado del Tribunal Supremo.. . 2.400 

0 Idem á presidente de él , . . . . . , . . , . . . , , . 2.00 

6.54 0 

LOS honorarios deberán satisfacer lo mismo, inclu 
yéndose en el pago de los grados anteriores, si no lo 
hubiesen satisfecho. Por ejemplo: un juez de primer1 
instancia á quien se concedan honores de magistrad’ 
de Audiencia pagará solo 880 rs. por la expedioion dt 
título, respecto á que los 280 rs. del de juez de primo 
ra instancia los habrá ya satisfecho; pero si los honore 
de magistrado de Audiencia se conceden á uno que nl 
sea juez de primera instancia, deberá pagar los dere. 
chos de ambos títulos por la adquisicion de uno solo 
es decir, que habrá de satisfacer 280 más 880 rs., 6 se: 
1.160 rs. Esta regulacion se hará en las demás clases, 
EI pago que se haga por los honores no impedirá el dc 
la propiedad cuando se verifique. 

2." Por los diplomas de grandeza de España, 10 
por 100 de los 30.000 ducados de renta que se consi- 
deran para obtenerla en la Peninsula, y pesos fuerteser 
Ultramar. 

3." Por los títulos de Castilla, inclusos los Barones, 
otro 10 por 100 sobre los 6.000 ducados de renta que 
se les considera en la Península, y pesos fuertes en UI- 
tramar. 

Los honores de una y otra clase pagarAn lo mismo. 
4." Por las cartas de sucesion de grandes, 

siendo en línea recta. . . . . . . . . . , . . . . . . . . . 1.500 
5." Idem en trasversal. . . . . . . . . . . . . . . . 3.000 
6.’ Por la de títulos y Barones en línea 

recta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 500 
7.” Idem en trasversal. . . . . . . . . . . . . . . . 750 
8.' Por la cédula para la redenciou de lan- 

zas y medias annatas á los títulos de Castilla. . 550 
9.” Por los titulos de secretarios del Rey ad 

honorem. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.160 
10. Por títulos de los subalternos de los tri- 

bunales, escribanos Reales y numerarios, Pro- 
curadores ú otros oficios, bien sea por gracia 6 
porque los dueños de los enajenados hayan su- 
cedidoenellos . . . . . . . . . . . . . . . . . . .m..... 300 

11. Por la carta limitada para obtener ren- 
ta eclesiástica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3.000 

12. Por las legitimaciones á hijos espúreos. 400 
13. Idemabastardos . . . . . . . . . . . . . . . . . 200 

14. Idem por las ordinarias de los natu- 
rales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 150 

15. Por los despachos 6 títulos de armas pa- 
ra ciudad. . . , . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6.000 

16. Idem para particular. . . . . . . . . . . . . . 1.500 
17. Por el titulo de ciudad que se da á una 

villa 6 lugar, 6 por el despacho para que pueda 
titularse M. N. L., etc,, ú otros renombres. . . . 6.000 
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18. Por cada clase de cedulas que se expi- 
dan concediendo suplementos de edad para ad- 
ministrar bienes ó servir oficios, contiuuar en 
tutelas, firmar con estampilla, abadir escudos 
de armas, dispensas para examinarse de médi- 
cos, cirujanos y boticarios fuera de la córte, y 
otras muchas gracias de esta clase. . . . . . , . . 150 

Ramo eclesiástico. 

19. Por las ejecutorias de las mitras, en que 
se comprenden las abadías y prioratos que go- 
zan esta dignidad, se exigirá el 1 por 100 dc 

la renta que baya de percibir el agraciado. 
20. LOS Obispos auxiliares, paga&. . , . . 660 
21. Por las presentaciones para curatos ó 

beneficios que tengan aneja la cura de almas, 
se observar& la misma regla del 1 por 100 dc 
su valor. 

22. Por las respectivas á toda clase de pre- 
bendas y beneficios, el 3 por 1 OO. 

23. Por las cédulas auxiliatorias de planes 
Seneffciales, nombramiento de provisores, rc- 
lotaciones de curatos, separacion 6 desmem- 
oracion de ellos, permutas ecleskkticas y otras 
le esta clase. . . . . , . . . . . . , . . . . . . . . . . . . . . 200 

'14. Por las certificaciones que SC dan 6 los 
lases de Bulas 6 Rescriptos dc Roma 6 drl Nuncio 40 

25. Por las de dispensas matrimoniales.. , 10 

Nota. Por los duplicados y triplicados que se die- 
en de cualquiera clase de despachos, la cuarta parte 
le1 principal. 

Y si ocurriesen algunos otros títulos 6 despachos 
:ue no estén expresamente anotados en este arancel, ni 
luedan regularse sus derechos por los sefialados B los 
ue tengan más conexion 6 analogía, el Consejo cou- 
ultará á las Córtcs, afianzando, entre tanto recaiga re- 
olucion, el sugeto que adeude el derecho que deba exi- 
mírsele. 11 

A continuacion se ley6 y quedó nprobado, dc8pucs 
e algunas ligeras observaciones, el dictimen que si- 
ue, de esta misma comision, sin otra variacion que la 
e quedar los empleados sujetos á la escala general dc 
:baja ya acordada: 

((La comision de Hacienda, evacuando el encargo 
ue las Cortes le hicieron de arreglar el prexupucsto de 
,s gastos del Palacio del Congreso, ha rxamioado la 
Lzon formada por la Contaduría, el presupuesto que 
ka ha redactado; y dcspues de haber c.onferenciado 
m los jefes subalternos del establecimiento, entiende 
Ie los gastos de las Cdrtcs en cl proximo ano ocon& 
ico de 1822 á 1823 se podrbn fijar cn las f@Iienks 
rrtidas: 

/etas de 149 Sres. Diputados, reba- 
jada la cuarta parte, 4.486.762 rs. 
con 17 mrs. de vellon . . . . . . . . . . 4.486.762 1'7 
nco idem de Gltramar.. . . . . . . . . . 150.562 17 

4.637.325 
reIdos de la Secretaria, hecha la rc- 
baja propuesta por la comision, . , 206.993 
em de la Tesorería. . . . . . . . . . . . . mi. 040 
em de la Biblioteca. . . . , . . . . . . . 26. 3!,Z 
cm del cscribano del Tribunal. . . . . 12.900 



Sueldo del inspector. . . . . . . . . . . . . 14.680 
Idem de los porteros.. . . . . . . . . . . . . 31.670 
Idem de los celadores. . . . . . . . . . . . . 22.195 
Idem de Ia redaccion del Diario.. . . . 261.4SO 
Idem de la secretaría de la Junta de 

libertad de imprenta. . . . . . . . . . . 19.500 

5.269.175 
* 

Gastos. 

Del salon, Secretaría y comisiones, su- 
primiendo los que se hacen con el 
título de refrescos, á 12.000 rs. 
cada mes. . . . . . . . . . . - . . . . . . . . 144.000 

De la redaccion del Diario. . . . . . . . . 15.0~30 
Del Tribunal.. . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.000 
De la Biblioteca. . . . . . . . . . . . . . . . . 10.000 
Coaserracion del edificio. . B,...... 20.000 
Para la Junta de libertad de imprenta 6.000 

197.000 

Impresiones. 

Nada se anota en esta partida respecto á lo resuelto 
por las CGrtes, en órden á que la impresion del Diario 
se haga por parkulares cediéndoles el derecho. 

Resúmen. 

Dictas y sueldos.. . . . . . . , . . . . . . . . 5.269.175 
Gastos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 197.000 

Total del presupuesto para el año eco- 
nbmico de 1822 á 1823.. . . . . . . 5.466.175 

Habiendo ascendido el del presente 
año á . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8.133.240 

Resulta una economía de.. . . . . . . , 2.667.065 

Nota. De esta suma deber8 rebatirse el importe de 
la venta de los tomos de decretos de Cortes y de la 
Constitucion. 

Las Cortes resolverán, como siempre, lo más justo. 
Madrid 16 de Abril de 1822.=Canga Argüelles. = 

Ferrer .=Surrá. =Adan. =Ovalle. )) 
Nota. No firma el Sr. Jimenez por hallarse en Aran- 

juez, y el Sr. Istúriz por hallarse enfermo. 1) 

Se mando pasar á la comision de Milicia Nacional 
local una representacion de varios individuos de la de 
esta capital, entregada por el Sr. Riego. 

Se leyo, y mandó pasar á la misma comision, otra 
que presentó el Sr. Muro, de varios indivíduos de la Mi- 
licia local de la Coruña. 

Pasú igualmente á dicha comision otra representa- 
cion que entregó el Sr. Roig, del comandante de la Mi- 
licia local de Mahon, solicitando los fondos necesarios 
para lograr la mayor utilidad y decoro de dicho ba- 
hl!loLl. 

de leyo, y halló estar conforme con lo acordado, la 

minuta de decreto sobre rebaja de sueldos, y se acordó 
que se borrasen las dos casillas del importe dc la rebaja 
y sueldo anual rebajado. 

Tambicn SC lryú. estando conforme con lo acorda- 
do, otra minuta do decreto sohrc que no debia entrn- 
derse procesado crimioalmcntc, para rl efecto de quedar 
suspeudido de los derechos de ciudadano, de que habla 
el art. 25 de la Cuustitucion, aquel contra quien no 
haya recaido auto de prision, etc. 

Se leyó por primera vez la siguiente proposicion de 
los Sres. Canga y Saenz de Buruaga: 

((Pedimos que se nombre unn wrni$ion especial que 
trate de la reforma del Reglamento interior, especial- 
mente en la parte relativa al modo de pedir la palabra. 

debiendo prevenir que sea en prcí, en contra y sobre cl 
asunto . )) 

Se leyeron y mandaron dejar sobre la mesa: 
Primero: el dictámtn dc la cornision dc Visita del 

Credito público sobre el número de empleados y suel- 
dos, hecho por la Junta encargada de la direccion de 
este establecimiento. 

Segundo: el de la de Casos de responsabilidad sobre 
la queja de Francisco Villaescusa, vecino de Monteale- 
gre, en que pedia á las Córtes se sirviesen declarar que 
habia lugar á la formacion de causa contra Juan alarti- 
ncz Quintanilla, vecino de Yecia, Francisco Antonio 
Montes, y Pablo Vicente Hernondez, que lo eran dc 
Montealegre, por escalamiento dc su casa li deshora dc 
la noche, en Marzo del año próximo pasado. 

Y tercero: otro de la misma comision sobre la que- 
ja de D. José Lairado, como apoderado de D. Alejo Mo- 
lino, pidiendo se exigiese la responsabilidad al juez SC- 

gundo de la ciudad de Múrcia, D. Tomás Benito Esca- 
mez, por haber infringido el art. 294 de la Constitucion, 
decretando un embargo general de sus bienes, á con- 
secuencia de una causa criminal que sigue contra éste 
y otros varios, y se halla en sumario. 

Tambien se leyeron, para entrar en discusion, el 
dictámen y voto particular siguientes: 

((La comision primera de Legislacion ha meditado 
detenidamente las dudas que el Sr. Secretario de Gracia 
y Justicia propone á las Córtes en su oficio de 21 del 
mes pasado, y son en la forma siguiente: 

Primera. Si en el caso de que un juez de primera 
instancia sea electo Diputado & Córtes, 6 suspendido de 
su empleo por haber fallado contra ley expresa, ó con- 
travenido á las que arreglan el proceso, ha de nombrar- 
SC un letrado que ejerza interinamente sus funciones, 
6 ha de sustituirle el alcalde primero constitucioual. 

El fundamento de esta duda consiste en el tenor del 
artículo 29, capítulo II de la ley.de 9 de Octubre, que 
a la letra dice así: ((Los jueces de partido seran susti- 
tuidos en sus ausencias, enfermedades 6 muerte, por el 
primer alcalde del pueblo en que residan; y si alguno 
de los alcaldes fuese letrado, será preferido.)) La comi- 
sion opina que sin embargo de que la palabra audencias 
es demasiado general é indefinida, no puede compren- 
der los dos casos contenidos en la consulta del Gobier- 
no, Porque respecto del primero, á saber, cuando un 
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juez de primera instancia es elegido Diputado a cortes 
mas bien que aUseUte debC reputarse ocupado en benc. 
ficio de la yacion, de una manera incompatible con e 
Cjcl'CiCiO de SU anterior destino. Y en prueba de es$ 
verd:rd, supongamos que UD juez de primera instdnciz 
de esta capital hubiera obtenido el honroso cargo & 
Diputado a C6rtes; no por eso podria decirse ausente de 
ella, y sin embargo se abstendria de continuar dcsem- 
peimndo la judicatura; de donde se infiere que el obs- 
táCUl0 no es la ausencia, sino la nueva ocupacion Pb- 
blica incompatible con la primera. Lo mismo puede de- 
cirse respecto del juez suspenso en virtud de formacion 
de causa, con la diferencia de que en éste la imposibi- 
lidad proviene de la misma ley que le inhabilita, ha- 
hese 6 no ausente. 

Es preciso ademiis tener en consideracion que ei 
silitema constitucional resiste justamente la acumula- 
cidn de atribuciones administrativas y judiciales en uns 
misma persona, por el fundado temor, entre otras mu- 
chas co-as, de que no se desempeúen bien las primeras 
ni las segUndas. Por este motivo Iimita las facultades 
judiciales de los alcaIdes á Ios casos de necesidad ó de 
pública utilidad conocida, en los cuales se comprende 
el derecho de sustituir á los jueces de primera instan- 
cia en sus ausencias 6 enfermedades, suponiendo con 
razon que de otro modo no es fácil proveer á la pronta 
administracion de justicia, y que es por lo mismo me- 
nor inconveniente el de que se acumulen en tales cir- 
cuustancias las atribuciones administrativas y judicia- 
les. Mas nada de esto sucede en los casos que consulta 
el Gobierno, en los cuales hay tiempo más que suficien- 
te para tomar medidas análogas al sistema constitucio- 
nal, conservando al poder judicial en su independencia 
y scparacion de cuaksquicra otras ocupaciones. Y si 
todavia quedase algma duda, la desvaneceria comple- 
tamente el art. 29, en el cual, hablando de Ultramar, se 
previene ((que si el juez se imposibilitase 6 muriese, el 
jefe político, á propuesta de la Audiencia, nombre á un 
interino y dé cuenta al Gobierno. )) Aquí se ve que el ob- 
jeto de la ley no fué otro que el de precaver estuviesen 
mucho tiempo los partidos sin jueces letrados, á lo cual 
se opondria la sustitucion de los alcaldes constituciona- 
les en los casos que consulta el Gobierno. Por cuyo mo- 
tivo opina la comision que deben nombrarse jueces in- 
terinos de primera instancia Cuando los propietarios ha- 
yan sido elegidos Diputados á Córtes, 6 se hallen sus- 
pensos por haber faIlado contra ley ó contravenido á 
las que arreglan el proceso. 

Segunda duda. Si estando impedido por cualquiera 
dc las causas citadas el juez de primera instancia de un 
partido en que haya dos 6 más de la misma clase, ha 
de nombrarse tambien un interino, 6 repartirse SUS Ue- 

gocios entre los otros compañeros. 
La comision opina que en el caso propuesto debe 

nombrarse un juez interino, y se funda en que el nu- 
mero de éstos debe ser proporcionado al vecindario, pa- 
ra que de esta suerte se administre pronta y cumplida- 
mente la justicia, cuyo importante objeto no se logra- 
ria si & un juzgado se recargase con negocios que Se- 
gun la ley deben repartirse entre dos. Los funcionarios 
públicos se han creado para bien y comodidad de 10s 
pueblos, en cuya inteligencia no deben carecer de los 
necesarios en ningun ramo de administracion, y mucho 
menos en eI que tiene un influjo tan directo en SU pros- 
peridad.y seguridad. 

Tercera duda. Si en el caso de que se nombre un 
juez interino en lugar del propietario más antiguo de la 

cabeza de partido en que hubiese más de uno, deberá 
entender dicho interino en los negocios de Hacienda 
radicados en el juzgado del propiet.ario, rj si deberá pa- 
sar el conocimiento de ellos al juez segundo 6 siguien- 
tes en el orden del nombramiento. 

Deberá entender el juez interino, en concepto de la 
comision, porque representa al propietario, cuy0 lugar 
Ocupa, Y en CUYOS derechos y atribuciones debo repu- 
t¿irSe COmO sustituido en el tiempo de su interinidad. 

Tal es el dictámen de la comision respecto de 1 as 
dudas propuestas por el Gobierno; las Cortes podrán 
aprobarlo, ó resolver como siempre lo más acertado.), 

Voto particdar de los Sres. Romero, Ruiz de la Veja, SO- 
moza y Bájes. 

(Las dudas que el Gobierno propone, relativas ási en 
el caso de ser nombrado Diputado en Cortes un juez de 
primera inskìncia, ó suspendido por haber incurrido de 
cualquier modo en responsabilidad, podrá proceder ó no 
al nombramiento de UU interino, se hallan resueltas por 
sI art . 29, capítulo II de la ley de 9 de Octubre de 18 12. 
En él se previene que en los casos de ausencia, enfer- 
medad ó muerte del juez de partido, le sustituirá pre- 
cisamente el primer alcalde del pueblo de su residencia, 
prefiriéndose el quo sea letrado, cuando hubiere algu- 
no que reuna esta circunstancia. Er notorio á cuantos 
:stán versados en el idioma de las leyes, que siempre 
lue ústas enumeran los casos de ausencia, enfermedad 
j muerte respecto de algun funcionario público que no 
oueda desempeñar su destino, se entiende que hablan 
3n general de todos los casos en que dicha imposibili- 
lad se verifique; pero aun prescindiendo de tan óbvia 
:onsideracion, y limitándose á una esplicacion aislada 
le1 artículo, no cabe duda en que por ausencia se en- 
tiende, así la voluntaria Como la necesaria, la de un 
ìia lo mismo que la de un mes 6 un año. Para conveu- 
:erse de esto, bastará uua sencilla prueba, apoyada en 
os principios de la filosofía legal. La ley no distingue 
:uando habla de ausencias: luego toda distincion en es- 
e sentido es arbitraria. El tiempo 6 duracion de la au- 
rencia es una circunstancia accidental, y seria dificil, 
,i insistiésemos en clasificaciones, fijar hasta qué pun- 
o Ilega la ausencia de que quiso hacer mórito la ley, 
borque con la misma razon que se diga que está exclui- 
.a la ausencia de un año, podrá decirse que 10 ests Ia de 
res 6 cuatro meses. Entre tanto no admite duda que la 
?y ha señalado por interinos de los jueces de primera 
nstancia á los alcaldes constitucionales; y cuando hay 
ma persona designada por ella, nadie puede entro- 
neterse á nombrar jueces interinos de otra especie, 
nientras la !ey no se derogue. Alégase en contra la úl- 
ima parte del artículo citado que habla del nombra- 
niento de interinos en Ultramar en los casos de muerte 
i imposibilidad del propietario. Mas iquién no ve que 
as circunstancias de aquellas provincias distan infinito 
le la posiciou y relaciones en que se encuentran las de 
a Península3 Así es que semejante disposiCiOn no PUe- 

Ie ser aplicable al caso que consulta el Gobierno; Y si 
3 fuese, probaria hasta el extremo de que los jefes PO- 
iticos deberian tambien nombrar los jueces interinos en 
s Península; cosa por cierto bien absurda. La verdade- 
a consecuencia es que esa misma excepcion hecha con 
especto á los juzgados de Ultramar confirma la regla 
general de la sustitucion de los alcaldes, establecida en 
FJ primera parte del artículo. Su contexto, Pues, equi- 
,alo a decir: ((Los jueces de partido serán sustituidos 
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en SUS ausencias, etc., por el primer alcalde del pueblo 
en que residan, prefiriéndose el que sea letrado; Per0 
(aquí la excepcion) en Gltramar, si muriese 6 se impo- 
sibilitase el juez, el jefe político superior de la prOVin- 
cia, á propuesta de la Audiencia, nombrar8 interina- 
mente un letrado, etc.)) 

Por todo lo dicho, son de sentir los que suscriben 
que las Córtes se sirvan declarar que tanto en el caso de 
ser nombrado un juez de primera instancia Diputado a 
Córtes, como en el de ser suspendido por cualquiera res- 
ponsabilidad, debo sustituirle interinamente el a!calde 
primero del pueblo en que resida, ó el que sea letrado, 
si le hubiere, entendiéndose esto aunque haya otros 
jueces de primera instancia en el mismo pueblo; todo 
en conformidad á lo prevenido por el citado art. 29, ca- 
pítulo II de la ley de 9 de Octubre de 1812.)) 

En seguida tomó la palabra y dijo 
El Sr. RUIZ DE LA VEGA: Sin embargo de que 

para mí es muy apreciable el dictámcn de la comision 
primera de Legislacion, á la que tengo el honor de per- 
tenecer, no he podido tener el gusto de conformar mi 
voto con la mayoría de los señores que la componen, 
por varias razones que ya están anunciadas en el voto 
particular que acaba de leerse, y principalmente por 
éstas que se deducen de la misma historia del expedien- 
te. Se ha suscitado una duda acerca de la inteligencia 
del art. 29, capítulo II de la ley de 9 de Octubre, so- 
bre la cual se ha consultado & las Córtes por la Secre- 
taría de Gracia y Justicia: y habiendo pasado el expe- 
diente á la comision primera de Legislacion íì. fin de que 
ésta diese su dictámen resolviendo la duda propuesta y 
declarando la inteligencia verdadera de la ley, la ma- 
yoría de la com@ion presenta hoy su parecer, pero en 
unos términos que, más bien que una declaracion de la 
inteligencia de la ley, es una destruccion 6 derogacion 
de la misma, é introduccion de otra ley nueva; y por 
consiguiente, ni se siguen las reglas de la verdadera 
interpretacion, ni se lleva un curso conforme á los trá- 
mites establecidos para la derogacion de las leyes. 

El artículo de cuya aclaracion se trata no puede ser 
ni más claro. ni más inteligible, ni más preciso. Los 
jueces de partido, dice, serán sustituidos en sus ausen- 
cias, enfermedados ó muerte, por el alcalde constitucio- 
nal primero nombrado; y si lo hubiese letrado, éste se- 
rá preferido. El artículo, pues, establece con toda cla- 
ridad las personas que han de sustituir á los jueces de 
partido en los casos expresados y sin distincion de au- 
sencias largas y cortas; por lo que, atendido su tenor, 
nunca puede dudarse de quiénes deban ser los sustitu- 
tos, sea más 6 menos duradera la ausencia del propie- 
tario. Pero prescindiendo de la inoportunidad de la duda, 
y tolerándola, veamos cómo la resuelve la comision. Esta 
viene á decir: segun la inteligencia de la ley que de- 
claro, si la ausencia es tan larga como las que se pro- 
ponen por el Gobierno, éste deberá nombrar jueces in- 
terinos. Y pregunto yo ahora: Les esto declarar la inte- 
ligencia de la ley? $Io es esto derogarla? $To es esta- 
blecer otra ley nueva? @o es disponer una cosa que de 
ningun modo se dispone en aquella ley, y de que ni 
aun por asomo se trata en ella? Así es en efecto, porque 
en los casos que ae proponen se dice que el Gobierno de- 
berá nombrar jueces interinos, cosa de que no habla la 
ley ni explícita ni implícitamente; y se dice que aque- 
110s jueces deben en dichos casos sustituir á los propie- 
tarios, con lo que viene B derogarse en ellos la sustitu- 
cion de 10s alcaldes. Pues si no cabe duda en esto; si 
aquí no se trata realmente de interpretar, sino de dero- 
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gar, ipor quC no se sigue para ello el órden y trhmites 
prescritos por la Conatitucion y llcglameuto? HG aquí 
una razon poderosa para contradecir el dict6men. Este 
modo de proceder, cuando no tuviera otro inconrenien- 
te, justifica por lo menos y autoriza en cierto modo el 
espíritu de duda; espíritu pernicioso para la observan- 
cia de las leyes, porque á su sombra se entorpece á ca- 
da instante la cjccucion de ellas y se cohonestan de 
cualquiera manera las opiniones m;ís extraviadas. La 
ley no ofrece duda en esta parte; y si en vez de seguir- 
se estos rodeos se procediese claramcpte, sigukndo el 
órden natural y la realidad de las cosas; si el Gobierno 
dijese: cthallo tales inconvenientes en la observancia de 
tal ley, y propongo á las Córtes su reforma, en uso del 
derecho que tengo para ello, y pido que en lugar de tal 
ó cual cosa se establezca esta otra que me parece m8s 
conveniente,» entonces se entraria enhorabuena en el 
exámen de la propuesta, y se seguirian todos los trá- 
mites prevenidos, y las Córtes decidirian sobre la ne- 
cesidad de reformar 6 no la ley vigente, con lo que SC 
conseguiria el mismo fin por los medios más naturales, 
y con mayores ventajas, 6 á lo menos sin inconveniente 
alguno: pero cuando esto no sucede; cuando á pretesto 
de una duda que no hay ni puede haber se quiere dero- 
gar una ley ó introducir otra nueva, me parece que no 
?sta en el órden el que se proceda así. Prescindo de las 
lemis razones que ya están indicadas en el voto par- 
kicular. y que esplayarán mejor que yo mis dignos com- 
?añeros que suscriben á él; pero entre tanto haré la ob- 
lervacion de que, aun cuando se vote el dictámen de la 
nayoría de la comision, tiene que subsistir la dísposi- 
:ion del art. 29 de la ley en cuestion, no solo en los ca- 
ios que comprende, sino tambien en los que se haga la 
lovedad indicada, ínterin que el A3obierno verifique el 
lombramlento de jueces interinos. Y la razon es muy 
:lara; porque no pudiendo tener intermision la admi- 
listracion de justicia, y debiendo haber persona que 
sustituya al juez desde el momento de su falta, ha de 
laber forzosamente una sustitucion que venga de la ley 
r que obre por su ministerio, hasta tanto que tenga 
ugar el sustituto nombrado por el Gobierno, que viene 
)or ministerio de hombre: así, pues, la sustitucion le- 
pítima de los alcaldes tiene que subsistir siempre, aun 
rn los referidos casos en el tiempo intermedio que dista 
lesde la falta del propietario hasta la provision del in- 
erino, cuyo hueco no se llenaria de otro modo. Por tan- 
to, concluyo que no debe aprobarse el dictámen de la 
mayoría de la comision. 

El Sr. ARQUELLES: No es menos sensible á la 
Zomision ó á su mayoría el no haber podido tener el 
gusto de reunir todas las opiniones de sus indivíduos 
gobre este particular, que le ha sido al Sr. Ruiz de la 
Vega el n3 poder convenir con ella, Sin embargo, he- 
rho cargo de las dificultades en que se ha apoyado S. S., 
me parece que son bien fáciles de desvanecer, presen- 
tando al Congreso la cuestion con la claridad que de 
suyo tiene el dictámen de la mayoría de la comision. 
c>i los señores que han disentido hubiesen expuesto w  
ella como ímica dificultad que esta no era una aclara 
cion de la ley, sino una derogacíon, yo no sé si mis 
lignos compañeros se hubieran conformado acaso Coll 
darle este aire de declaracion 6 interpretacion. YO nO 
tengo presente que esta dificultad se haya propuesto ea 
la comision; pero esto será efecto de mi falta de memo- 
ria, puesto que el Sr. Ruiz de la Vega lo ha indicado. 
Mas sea de esto lo que se quiera, la mayoría no ha Po- 
dido prescindir dc resolver las dudas que el Gobierno 
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ProPonc, 6 saber: qué se haCe por parte suya en eI cas, 
en que la ausencia 6 suspension de los jueces do prime 
ra instancia se prolongue por tanto tiempo que Ia ad. 
ministracion de justicia pueda padecer suspension J 
muy perjudicial entorpecimiento. Yo quisiera que lo 
señores que disienten me dijwn si es posible desenton. 
derse del verdadero espíritu de la consulta que no pu. 
(10 tener prC.Sente el kgis!ador. Dice el Sr. Ruiz do 1: 
Vega que mm en el caso de que las Córtes aprobasen I( 
que propone 18 mayoría, siempre resuitaria el que 1: 
ley debe observarse en la parte que provee por sí mis- 
ma y no por el ministerio de hombres, juez ó jueces 
cuando la ausencia imposibilita 6 la ICY mira como im- 
posibilitados á los que lo son En esto estamos de acuep- 
do, y la comision reconoce la sabiduría de la ley, por- 
que siempre ha de resultar la utilidad del ministerio dc 
ésta en aquel tiempo que ha de tardarse en dar parte a! 
Gobierno de la muerte 6 imposibilidad de los jueces de 
primera instancia, y de proveerse interinamente sue 
plazas, y para este tiempo intermedio habilita la ley al 
alcalde constitucional para que baga las veces de juez 
de primera instancia. Estamos, pues, de acuerdo en 
esto; pero las consideraciones que han dado motivo a la 
consulta del Gobierno quedan aún en pié. iPudo ser el 
espíritu del legislador el que si estas causas de imposi- 
bilidad del juez se prolongasen demasiado, quedase des- 
atendida la justicia en manos de un alcalde constitucio- 
nal que tal vez no es letrado, con grave perjuicio del 
objet.0 de la ley? Esta es la dificultad, y la mayoría de 
la comision cree que una prueba clara de que el objeto 
de la ley fué el que los alcaldes hubiesen de sustituir 
por el menor tiempo posible, es que así la Constitucion 
como las leyes derogaron las anteriores que habian 
puesto en el ejercicio de la jurisdiccion ordinaria á los 
alcaldes que no fuesen letrados, acompañándolos de ase- 
sores. Este espíritu es bien claro y manifiesto. Y iqué 
resultar& de aquí? Que el que dió esta ley no pudo pre- 
ver todos los casos en que la imposibilidad ó la ausen- 
cia de un juez de primera instancia durase dos años, 
como cuando se verifica que es nombrado Diputado de 
Córtes. 

Toda la fuerza del raciocinio del señor preopinante 
se funda en que la comision no amplía, sino que deroga 
la ley; pero la ley no se deroga, queda subsistente; 
pues si se necesitan tres 6 cuatro dias ó más para avisar 
al Gobierno la muerte 6 imposibilidad de un juez Y 
para que el Gobierno provea, durante este tiempo esta 
ley queda en su fuerza y vigor. Luego no se trata de 
una derogacion, y á lo más será una interpretacion del 
caso de la ley. De aquí inferirá el Congreso que lejos 
de merecer impugnacion la mayoría de la comision, pa- 
rece que se halla en el caso de ser acreedora á alguna 
consideracion, porque su objeto es salvar 10s inconve- 
nientes que pudieran seguirse 4 la administracion de 
justicia. Un juez de primera instancia nombrado Dipu- 
tado á Córtes queda suspenso por espacio de dos afios 
de la judicatura: ies posible que si este caso se hubiese 
previsto por el legislador, hubiera dejado, por decirlo 
así, en la orfandad durante este tiempo los juzgados de 
primera instancia, y mas sabiendo que habia quedado 
abolida nuestra antigua Iegislacion, habiéndose privado 
del conocimiento á los alcaldes ordinarios Y dkWs a 
los jueces de primera instancia? 

Lo único, pues, á que pudiera accederse es a que 
este dictamen siguiese los trámites prescritos para todo 
proyecto de ley: B esto yo no me opondré, 4 pesar de que 
creo que no es necesario no habiendo derogacion do loY í 

, 

t 

puesto que queda en su fuerza la vigente, y sera el aI- 
calde oI que sustituya al juez de primera instancia todo 
aquel tiempo que el Gobierno tarde en nombrar UU juez 
interino. Contrayendo el caso propuesto del juez pro- 

pietario nombrado Diputado á Córtes al de cuando so Io 
suspende para la formacion de causa, me parece igual- 
mente aplicable La misma doctrina; pues pudiendo durar 
la causa un año entero y aun más, jserá conveniente 
que quede la administracion de justicia en manos de nn 
juez ordinario que tendrá quizá que ser sustituido por 
Otro si se cumple el término de su nombramiento, y que 
Por 10 regular por no ser letrado tendrá que valerse de 
asesor? Todo esto manifiesta la necesidad y convenien- 
cia del dictámen de la comision. 

Digo aún más: el mismo ejemplo de que se ha vali- 
do la mayoría de ésta, y que refuta la minoría, respecto 
de 10 que se observa en América, nos pone fuera de toda 
duda, pues dice la ley que cuando esto allí suceda, hara 
las veces del Gobierno el jefe político, porque la distan- 
cia inmensa que separa aquellos países no permite la di- 
lacion de esperar á que el Gobierno haga estos nombra- 
mientos interinos. De lo contrario, si en este caso hu- 
biesen de valer las razones del Sr. Ruiz de Ia Vega, ia 
los alcaldes de América no se les debe suponer tan ca- 
?aces como á los de la Península de desempeñar las fun- 
:iones de jueces de primera instancia? Luego es claro 
lue aquí aparece patente y manifiesto el espíritu de la 

ey, y que ésta, en la suposicion del corto tiempo que 
;c necesita en la Península, por la poca distancia, para 
lue se verifique la provision interina de los juzgados de 
lrimera instancia, dejó esto al Gobierno y no á los jefes 
lolíticos. 

Por todas estas razones me parece admisible el dic- 
#amen de la mayoría de la comision, y que el único in- 
:onveniente que puede haber, en mi concepto, para no 
Iprobarle de pronto, dando toda la fuerza á la observa- 
:ion del Sr. Ruiz de la Vega, es el no haberse seguido 
as fórmulas de estilo. Si el Congreso cree que este es- 
:rúpuIo merece salvarse, la mayoría de la comision, 6 á 
3 menos yo por mi parte, me prestaré gustoso á su re- 
olucion. 

h 
1: 
P 
C 

P 
P 
V 

8: 
11 
ñ 
d 
n 
9 
(3 
e 

d 
c 
9 

t 
C 
n 
F 
e 

El Sr. ROMERO: Las reflexiones que acaban de: 
Lacerse por el Sr. Argüelles en apoyo del dictámen de 
a mayoría de la comision, me obligan á sostener el voto 
Iarticular que con otros señores he firmado, porque pre- 
isamente ellas me confirman más en mi opinion. Ha 
#robado muY bien el Sr. Ruiz de la Vega que la pro- 
uesta que hace la mayoría no se dirige á aclarar el 
erdadero sentido del artículo de la ley de 9 de Octubre, 
iuo que más bien contiene una ampliacion, que mejor 
amaria yo una excepcion de la regla general. El so- 
or Argüelles, contradiciendo estos principios, ha queri- 
o manifestar que la comision no trata de proponer una 
ueva ley que destruya lo prevenido en la actual, sino 
ue Ia ha interpretado, manifestando que en los casos 
.uo se comprenden en el dictámen no se entienda que 
8s aplicable aquel artículo, sino que se ha de estar a la 
lueva regla que ahora se propone. Para esto, S. S. ha 
hcho que la ley de 9 de Octubre no pudo prevenir los 
:asos sobre que recae la presente consulta; y YO digo 
lue pudo prevenirlos, y sin duda se previeron. Cuando 
e di6 la Icy de 9 de Octubre, estaba ya hecha Ia COns- 
itucion, señalado el tiempo que dura la diputacion a 
:órtes, y abierta la puerta para que los jueces do pri- 
ncra instancia pudieran venir á ser Diputados Por las 
Irovincias en que no ejercen su encargo; Y por ccm+ 
ruientc, no pudo ocultarse á los autores de la loy do 
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9 de Octubre que podía suceder este caso, y por lo mis- 
mo verse imposibilitado el juez por dos años para ejer- 
cer su destino. Tampoco pudo ocultárseles el caso de la 
responsabilidad, porque si bien no se habia marcado de 
un modo fijo y positivo la manera de exigirla, como 
despues se hizo por la ley de 24 de blarzo de 1813, es- 
taba sin embargo sancionada la base, y habia decre- 
tos que en ciertos casos designaban el modo de hacerla 
efectiva, como son los de Julio y Noviembre del año ll, 
cuyas fechas no tengo bien presentes. Así que, se trata 
de casos que debieron y pudieron ser previstos por los 
autores de la ley de 9 dc Octubre, y de consiguiente, 
falta el fundamento con que en esta parte el Sr. Argüe- 
lles ha querido apoyar la aclaracion que ahora se pro- 
pone. La ley en general previene que en todos los ca- 
FOS de ausencia 6 imposibilidad del juez de primera ins- 
tancfn cl alcalde primero constitucional 6 el que fuere 
letrado, si hubiere alguno, haya de ejercer la jurisdic- 
cion: la ley, pues, tiene designada la persona en quien ha 
de recaer esta interinidad, y no sí: qué razon haya para 
conceder al Gobierno una atribucion que la ley le niega. 

Sc dice que la ausencia en los casos propuestos es 
demasiado larga, y que de estas no ha querido hablar 
la ley. Esta es una interpretacion que no sé en que ha 
podido npoyarse: la ley pudo prever que habria ausen- 
cias tic mas y de menos duracion, y sin embargo no 
distinguió, y todo lo que es ausencia 6 imposibilidad 
cstti comprendido en el contesto literal de la ley: no hay 
razon, pues, para scpararsc do este contesto. 

Se ha tlicho tambien por el sefior preopinante que la 
misma adicion al artículo en órden á las intcrinidadcs 
de los jueces de Ultramar en los casos de imposibilidad 
6 muerto, parece que confirma lo que ahora propone la 
mayoría de la comision, porque en esa adicion se ex- 
presa que en Ultramar en tales casos el jefe político 
nombrar& un interino ít propuesta de la Audiencia, de 
qus ínAore 8 S. que cl fundamonto dc esto es evitar los 
perjuicios que ocnsionaria el estar abandonada la admi- 
niatracion dc justicia por tanto tiempo. Pero debe te- 
nerse presente que no es ose precisamente el fuudamen- 
to de la atlicion, sino que la necesidad de las interini- 
dades ha de ser muy frecucntc cn Ultramar, y no en la 
península. Ln ley pro& que en Ultramar, por la cnor- 
me dist’ancia da aquellos países, en todo caso en qucha- 
ya imposibilidad 0 muwte, mientras cl Gobierno nom- 
hrn 1111 propietario ha de pasar mucho tiempo: pero pro- 
g~tnto yo: ,puCedc lo mismo cn la Peuíusuln? Habra 
algun cwo, cs cierto, en qao la ausencia 6 la imposibi- 
iidad sea larga: pero serán casos singulares, porque ge- 
ncwhncatc~ so sabe al iustaoto quo el juez de tal parte 
niuriú, y sc procede 6 proveer su plaza. Por Consiguien- 
te. no habiendo esa multitud do casos ou la Península, 
uo pudo sor objeto de In ley, porque las Iryes no SC ha- 
cen parn casos pnrticularcs. 

Pero aun hay mas: se dice en el voto particular, y 
yo rrproduzco ahora que eso mismo prueba lo contrario. 
Si la ley autoriza respecto ir Ultramar el nombramiento 
de int2riuos, es0 mismo supone que la regla general 
esti en contrario. 

Bi Sr. hrgüclles, insistiendo en la misma doctrina, 

ha indicado que la administracion de justicia padeceria 
un grave detrimento estando por tanto tiempo it cargo 
de los alcaldes que quizá no sean letrados. Esta razon, 
que podria tener fuerza hasta cierto punto, vendria bien 
cuando no hubiese ley existente y se tratara de hacer; 
pero habiéndola, y no siendo el objeto de la comision 
proponer otra, no me parece que es del momento. 

/ 

En cuanto á la observacion que se hace en el dicta- 
men de mis dignos compañeros que componen la mayo- 
ría do la comision, sobre que el juez que viene de Di- 
putado á Cortes est5 imposibilitado por dos anos para 
ejercer su destino, tal vez eso que sirve de fundamento 
2 su dictámcn en un supuesto falso. Yo no convengo 
sn que un juez de primera instancia nombrado Diputa- 
jo ir Córtes tenga una imposibilidad legal para ejercer 
su destino: una imposibilidad física, claro es que la tic- 
ne, porque ocupado todo el dia en la sesion y en las co- 
misiones, no podria acudir al juzgado, aunque fuese de 
Madrid mismo; pero incompatibilidad, yo creo que tal 
vez no la haya. )) 
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Advirtieron varios Sres, Diputados que hay un de- 
creto de las Córtes que declara la incompatibilidad. 

El Sr. ROMERO: Bien; si hay ese decreto, no tra- 
taré de disputarlo; pero aun en esa suposicion, esa es 
una imposibilidad, porque la ley cuando usa de esta pa- 
labra trata lo mismo de la legal que de In física, y dice 
qne sustituirá el alcalde, sin decir que sea por mas ó 
menos tiempo: luego en todo caso el primer alcalde 
5 el letrado entran á desempeñar los negocios del juz- 
gado. 

Concluiré con una breve reflexion que de pronto se 
me ocurre, y que no me parece fuera de propúsito. Si 
como conviene el Sr. Argüelles, entre tanto que el GO- 
bierno nombra ese juez interino, puede y debe el al- 
calde desempeñar el juzgado, resultará que no será in- 
terino del propietario, sino interino de interino, lo Cual 
no me parece bien. Podrá haber interinos de propieta- 
rios, y aun interinos de empleados en comision, 10s 
cuales no so conocen en la judicatura; pero interinos de 
interiuos, no lo creo conforme al órden regular; y así, 
6 lo ha de desempeñar el alcalde hasta que vuelva á ha- 
ber propietario, 0 desde luego sea el que nombre el Go- 
bierno. con exclusion absoluta del alcalde. 

Por todo, soy de dictamen, y siento infinito haber 
tenido que separarme dc la mayoría de la comision, 
que el que esta proponc no puede aprobarse por 1~s 
Cúrtes. 0 

Sc suspendió la discusion de este asunto. 

- 

Se dio cuenta de un oficio del Secretario del Dcspa- 
cho de la Gobernacion de la Península, el cual avisaba 
que SS. NR. y AX. continuaban sin novedad en su im- 
portante salud; y las Córtes lo oyeron con satisfaccion. 

Seiíalados por el Sr. Presidente los asuntos de que se 
debcríì tratar en el dia inmediato, levantó la sesion. 




